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Avances con miras a la protección  
de los consumidores en el Mercosur
POR LUCIANA BEATRIZ SCOTTI (*)
 (1)(...) el crecimiento exponencial de las relaciones entre consumidores y 
profesionales, productores o proveedores de bienes y servicios en la región y las 
cambiantes modalidades en las que estas se producen, tornan necesario contar 
con un marco normativo claro que facilite la contratación internacional y es-
timule la confianza de las partes en los contratos internacionales de consumo. 
Preámbulo del Acuerdo del Mercosur sobre Derecho Aplicable en Materia de 
Contratos Internacionales de Consumo. 
Brasilia, 2017.
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Resumen: a fin de remediar la desigualdad de las partes en las relaciones de 
consumo, los legisladores nacionales se han ocupado de dictar leyes protectorias 
que procuran hallar un cierto equilibrio negocial entre los contratantes. Sin 
embargo, en estos tiempos posmodernos, la protección de los consumidores ha 
dejado de ser un objetivo exclusivamente nacional. En la actualidad, las respuestas 
jurídicas para las relaciones de consumo transfronterizas deben provenir de los 
ámbitos regionales e internacionales. En particular, en un proceso de integración 
regional, como el Mercosur, que propende la libre circulación de bienes, servicios, 
personas y capitales, se torna ineludible adoptar acciones concretas para la 
protección de los consumidores y usuarios que entablan relaciones jurídicas 
en nuestra región. Entre dichas iniciativas, recientemente el Consejo Mercado 
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Común (CMC) ha aprobado el Acuerdo sobre derecho aplicable en materia de 
contratos internacionales de consumo.
Palabras claves: relaciones internacionales de consumo - integración regional 
- Mercosur - derecho internacional privado
Avances en vue de la protection des consommateurs du Mercosur
Résumé: afin de remédier à l’inégalité des parties dans les relations de 
consommation, les législateurs nationaux ont pris soin de dicter des lois protectrices 
visant à trouver un certain équilibre de négociation entre les parties contractantes. 
Cependant, en ces temps postmodernes, la protection des consommateurs a cessé 
d’être un objectif exclusivement national. Actuellement, les réponses juridiques aux 
relations de consommation transfrontalières doivent provenir des sphères régionales 
et internationales. En particulier, dans un processus d’intégration régionale tel que 
le Mercosur, favorisant la libre circulation des biens, des services, des personnes et 
des capitaux, il devient inévitable d’adopter des actions concrètes pour la protection 
des consommateurs et des utilisateurs qui établissent des relations juridiques 
dans notre région. Parmi ces initiatives, le Conseil du marché commun (CMC) a 
récemment approuvé l’Accord sur le droit applicable aux contrats internationaux 
de consommation.
Mots clés: relations internationales de consommation - intégration régionale - 
Mercosur - droit international privé
I. Introducción
A fin de remediar la desigualdad de las partes en las relaciones de consumo, los 
legisladores nacionales se han ocupado de dictar leyes protectorias que procuran 
hallar un cierto equilibrio negocial entre los contratantes.
En estos tiempos posmodernos, la protección de los consumidores ha dejado 
de ser un objetivo exclusivamente nacional. Actualmente, la realidad es otra, tal 
como describe la Profesora Lima Marques (2001, p. 2):
Con la apertura de los mercados a productos y servicios extranjeros, 
con la creciente integración económica, la regionalización del comer-
cio, las facilidades del transporte, el turismo masivo, el crecimiento 
de las telecomunicaciones, de la conexión en red de computadoras, 
del comercio electrónico, es imposible negar que el consumo ya so-
brepasa las fronteras nacionales. Los bienes extranjeros están en los 
supermercados, los servicios son ofrecidos por proveedores con sede 
en el exterior, a través del telemarketing, de la televisión, la radio, la 
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internet, la publicidad de masas cotidiana para la mayoría de los ciu-
dadanos de nuestras metrópolis regionales. Ya no es necesario viajar, 
ser un consumidor activo, un consumidor turista, ni trasladarse para 
ser consumidor, “contratando en forma internacional o relacionándo-
se con proveedores de otros países”. En definitiva, “consumir en forma 
internacional es típico de nuestra época”.
En efecto, la autora destaca que no hay nada más posmoderno que las rela-
ciones virtuales, desmaterializadas, que involucran a una pluralidad de agentes, 
típicas de la sociedad de la información, fluidas, rápidas, visuales, interactivas, 
simultáneas, despersonalizadas, y, a su vez, globalizadas y culturalmente nive-
ladas, atemporales, internacionales, desterritorializadas, típicas de la economía 
pos-fordista, de servicio, de hacer, de lo inmaterial, lo desregulado, lo tercerizado, 
lo individual (Lima Marques, 2004).
Así, la protección del consumidor se inserta en este contexto como válvula de 
escape de los conflictos posmodernos, pues representa jurídicamente la garantía 
de una norma mínima de seguridad y adecuación de los servicios y productos, na-
cionales o importados, comercializados en los mercados abiertos de hoy (Jayme, 
1995).
Ante estos escenarios, las respuestas jurídicas para las relaciones de consumo 
transfronterizas deben provenir de los ámbitos regionales e internacionales. En 
particular, en un proceso de integración regional, como el Mercosur, que propen-
de la libre circulación de bienes, servicios, personas y capitales, se torna ineludible 
adoptar acciones concretas para la protección de los consumidores y usuarios que 
entablan relaciones jurídicas en nuestra región.
Desde sus orígenes nuestro espacio integrado se ha ocupado del resguardo de 
los derechos de tales sujetos más vulnerables y recientemente, en diciembre de 
2017, el Consejo Mercado Común (CMC) ha aprobado el Acuerdo sobre derecho 
aplicable en materia de contratos internacionales de consumo.
En este trabajo nos ocuparemos de las diferentes normas Mercosur sobre la 
materia que nos convoca, así como la fuente interna de los Estados partes, y en 
particular analizaremos el mencionado Acuerdo.
II. Panorama normativo en el ámbito internacional
En el ámbito convencional, ya sea internacional o regional, en materia contrac-
tual, respecto de ley aplicable o de la jurisdicción, encontramos diversos instru-
mentos que, sin embargo, suelen no regular o directamente excluyen de su ámbito 
de aplicación a los contratos celebrados con consumidores.
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Así, los Tratados de Derecho Civil Internacional de Montevideo de 1889 y los 
de 1940 regulan la jurisdicción competente, así como la ley aplicable en materia 
contractual utilizando los criterios clásicos, sin hacer ninguna alusión específica a 
los contratos de consumo (1).
La Convención de las Naciones Unidas sobre los Contratos de Compraventa 
Internacional de Mercaderías, concluida en Viena en 1980 (2), en su artículo 2 es-
tablece que no se aplicará a las compraventas de mercaderías compradas para uso 
personal, familiar o doméstico, salvo que el vendedor, en cualquier momento an-
tes de la celebración del contrato o en el momento de su celebración, no hubiera 
tenido ni debiera haber tenido conocimiento de que las mercaderías se compra-
ban para ese uso. En similares términos, se expide el artículo 2 de la Convención 
sobre la Ley Aplicable a la Compraventa Internacional de Mercaderías (no vigen-
te) suscripta en la ciudad de La Haya el 30 de octubre de 1985.
Al respecto, Garro y Zuppi (1990, p. 81) afirman que la razón principal de ex-
cluir la venta a consumidores del ámbito de aplicación ha sido la de evitar un 
eventual conflicto entre las normas de la Convención y las leyes de orden público 
de protección al consumidor.
Por su parte, la CIDIP V sobre Derecho Aplicable a los Contratos Internaciona-
les de 1994 (en vigor solamente entre México y Venezuela), a diferencia de la Con-
vención de Roma de 1980 de la Unión Europea (sustituida por el Reglamento (CE) 
Nº 593/2008 sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales —Roma I—) 
no previó ninguna norma especial para el contrato de consumo internacional. 
Además, las conexiones flexibles elegidas y la amplitud con que es receptada la 
autonomía de la voluntad se adecuan a las relaciones entre comerciantes interna-
cionales, más no a las contraídas con consumidores.
Por su parte, la Convención de las Naciones Unidas sobre la Utilización de las 
Comunicaciones Electrónicas en los Contratos Internacionales (3) también ex-
cluye de su ámbito de aplicación a los contratos concluidos con fines personales, 
familiares o domésticos (artículo  2.a). En la nota explicativa de la Secretaría de 
UNCITRAL aclara que a diferencia de la exclusión en el mismo sentido que esta-
blece el artículo 2 a) de la Convención de Viena de 1980, la exclusión de este tipo 
de operaciones en el marco de la Convención sobre Comunicaciones Electróni-
 (1) Argentina, Paraguay y Uruguay se encuentran vinculados por los Tratados de Montevideo de 
1940. Brasil y Venezuela no integran esta obra codificadora. En cambio, son partes del Código de 
Bustamante y Sirvén que tampoco regula los contratos internacionales de consumo.
 (2) Se encuentra en vigor entre 89 Estados, entre ellos Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay.
 (3) Se encuentra en vigor entre 11 países del Mercosur, solamente la República del Paraguay ra-
tificó esta convención.
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cas es absoluta, lo cual significa que no será aplicable a los contratos celebrados 
con fines personales, familiares o domésticos, aun cuando esa finalidad no resulte 
evidente para la otra parte.
En consecuencia, observamos que muy pocas organizaciones y foros de codifi-
cación internacional se han ocupado del tema, por el contrario, tienden a excluirlo.
Tal como observa Lima Marques (2001, p. 4):
(...) las normas nacionales, reguladoras del comercio internacional y 
el derecho uniforme del comercio internacional o la denominada lex 
mercatoria, en general no se preocupan de proteger al consumidor y, al 
contrario, tratan de excluir estos contratos de su campo de aplicación.
No podemos soslayar, sin embargo, que en el marco de las negociaciones de la 
CIDIP VII algunos de los Estados miembros de la OEA han realizado interesantes 
propuestas: la delegación de Brasil presentó una propuesta de Convención Intera-
mericana sobre la Ley Aplicable a algunos Contratos y Relaciones de Consumo (4); 
la delegación de los Estados Unidos presentó un esquema para una Ley Modelo 
sobre Mecanismos de Restitución Monetaria para Consumidores; y la delegación 
de Canadá presentó un informe sobre la Jurisdicción y la Protección al Consumi-
dor en el Comercio Electrónico.
En particular, el proyecto de Convención Interamericana de Derecho Interna-
cional Privado sobre la ley aplicable a algunos contratos y relaciones de consumo 
elaborado por la Profesora Claudia Lima Marques, en su artículo 2 dispone que
1. Los contratos y las transacciones realizadas en las que participen 
consumidores, especialmente los contratos celebrados a distancia, por 
medios electrónicos, de telecomunicaciones o por teléfono, encon-
trándose el consumidor en el país de su domicilio, serán regidos por 
la ley de ese país o por la ley que fuera más favorable al consumidor, a 
elección de las partes, sea la ley del lugar de celebración del contrato, 
la ley del lugar de ejecución, de la prestación más característica, o la ley 
del domicilio o sede del proveedor de los productos o servicios.
2. Los contratos celebrados por el consumidor estando fuera del país 
en el cual se domicilia se regirán por la ley que resulte elegida por las 
 (4) En 2010, a fin de simplificar la propuesta de Convención, las delegaciones de los gobiernos 
de Brasil, Argentina y Paraguay, reunidas en Buenos Aires, sistematizaron la versión final de la pro-
puesta brasileña presentada en la OEA, creando una versión simplificada denominada “Propuesta 
Buenos Aires”.
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partes, quienes podrán optar por la ley del lugar de celebración del 
contrato, la ley del lugar de ejecución o la del domicilio del consumidor.
Por su parte, en la Unión Europea, el artículo  6 del Reglamento (CE) Nº  593 
sobre la Ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma  I)  dispone que el 
contrato celebrado por una persona física para un uso que pueda considerarse 
ajeno a su actividad comercial o profesional (“el consumidor”) con otra persona 
(“el profesional”) que actúe en ejercicio de su actividad comercial o profesional, 
se regirá por la ley del país en que el consumidor tenga su residencia habitual, 
siempre que el profesional: a) ejerza sus actividades comerciales o profesionales 
en el país donde el consumidor tenga su residencia habitual, o b) por cualquier 
medio dirija estas actividades a ese país o a distintos países, incluido ese país, y el 
contrato estuviera comprendido en el ámbito de dichas actividades.
Debemos también señalar que la Conferencia de La Haya ha incorporado en su 
agenda la Propuesta de Brasil de un borrador de convención sobre cooperación 
y acceso a la justicia de los turistas internacionales, que en definitiva son un tipo 
especial de usuario-consumidor (5).
Finalmente, encontramos normas de soft law, no vinculantes, relativas a la pro-
tección de los consumidores.
Por ejemplo, la Declaración de Sofía sobre los Principios Internacionales de 
Protección al Consumidor fruto de la septuagésima quinta Conferencia de la Aso-
ciación de Derecho Internacional celebrada en la ciudad de Sofía, Bulgaria, del 26 
al 30 de agosto de 2012. El Comité para la Protección Internacional de los Consu-
midores de dicha asociación, por resolución Nº 4/2012, estableció los siguientes 
principios guía: 1) Principio de la vulnerabilidad; 2) El Principio de protección más 
favorable al consumidor; 3) Principio de justicia contractual; 4) Principio de crédi-
to responsable; 5) Principio de participación de las asociaciones de consumidores.
Por otro lado, son de significativa importancia las Directrices de las Naciones 
Unidas para la Protección del Consumidor aprobadas por la Asamblea General 
en su resolución 39/248, de 16 de abril de 1985, ampliadas posteriormente por 
el Consejo Económico y Social en su resolución 1999/7, de 26 de julio de 1999, 
y revisadas y aprobadas por la Asamblea General en su resolución 70/186, de 22 
de diciembre de 2015. Las Directrices se aplican a las transacciones entre empre-
sas y consumidores, incluida la provisión de bienes y servicios a consumidores 
por empresas estatales. Comprenden un conjunto valioso de principios que esta-
blecen las principales características que deben tener las leyes de protección del 
 (5) Puede ampliarse en: https://www.hcch.net/es/projects/legislative-projects/protection-of-
tourists [Fecha de consulta: 16/02/2019].
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consumidor, las instituciones encargadas de aplicarlas y los sistemas de compen-
sación para que sean eficaces.
Los principios que establecen los parámetros de unas buenas prácticas co-
merciales en las actividades comerciales en línea y fuera de línea con los consu-
midores son los siguientes: 1)  Trato justo y equitativo; 2)  Conducta comercial; 
3) Divulgación y transparencia; 4) Educación y sensibilización; 5) Protección de la 
privacidad; 6) Mecanismos de reclamación de los consumidores que les permitan 
resolver controversias de manera rápida, justa, transparente, poco costosa, accesi-
ble y efectiva sin cargas ni costos innecesarios.
Las Directrices también contribuyen a promover la cooperación internacional 
entre los Estados miembros en el ámbito de la aplicación y alientan a que se com-
partan las experiencias en materia de protección de los consumidores. En este 
sentido, los Estados miembros deben especialmente en un contexto regional o 
subregional cooperar o alentar la cooperación en la aplicación de las políticas de 
protección del consumidor para conseguir mejores resultados en el marco de los 
recursos existentes. Además, tanto los Estados como sus organismos encargados 
de hacer efectiva la protección del consumidor deben aprovechar las redes inter-
nacionales existentes y concertar arreglos bilaterales y multilaterales pertinentes y 
otras iniciativas para aplicar las presentes directrices (6).
En línea con estas ideas, el Mercosur, en su carácter de proceso de integración 
subregional, tal como adelantamos, ha venido trabajando prácticamente desde 
sus orígenes en la protección de los consumidores y usuarios que operan en nues-
tro espacio.
III. La situación en el Mercosur
III.1. Las legislaciones internas de los Estados partes
Respecto del derecho interno de los Estados miembros del Mercosur, nos en-
contramos con la Ley de Defensa del Consumidor de Argentina (24.240/93 y mo-
dificatorias), y el Título  III sobre “Contratos de Consumo” del Libro Tercero del 
Código Civil y Comercial de la Nación (artículos 1092 a 1122); el Código de De-
fensa del Consumidor de Brasil (8.078/90 y modificatorias); la Ley Paraguaya de 
Defensa del Consumidor y del Usuario (1.334/98), y la Ley Uruguaya de Defensa 
 (6) Las Directrices de las Naciones Unidas para la Protección del Consumidor se encuentran dis-
ponibles en: https://unctad.org/es/PublicationsLibrary/ditccplpmisc2016d1_es.pdf [Fecha de con-
sulta: 16/02/2019].
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del Consumidor (17.250/00). En tanto, Venezuela no cuenta actualmente con una 
ley especial en la materia.
Sin embargo, tanto nuestra ley como la de los restantes países de la región tie-
nen por finalidad, en general, proteger al consumidor en casos nacionales, que no 
presentan ningún elemento extranjero.
Así lo señala la doctrina especializada: “los Estados partes del Mercosur cuen-
tan con leyes internas de protección al consumidor, pero su aplicación a casos in-
ternacionales lejos de una aceptación pacífica plantea innumerables discusiones” 
(Dreyzin de Klor, 2014, p. 28).
A continuación, detallaremos con más precisión las normas de fuente interna 
de los Estados parte del Mercosur, focalizando nuestro análisis en aquellas que, 
cuando las hubiera, se aplican a las relaciones de consumo transfronterizas.
a) Argentina
La República Argentina garantiza los derechos de los consumidores y usuarios 
de bienes y servicios en el artículo 42 de la Constitución Nacional.
De rango infraconstitucional, las principales disposiciones en la materia se en-
cuentran en la Ley Nº 24.240 de Defensa del Consumidor, del 22 de septiembre 
de 1993, modificada por la ley Nº 26.361 del 12 de marzo de 2008. A su turno, en 
Código Civil y Comercial de la Nación (CCiv. y Com.), el Título III del Libro Tercero 
(Derechos personales) se ocupa también de los contratos de consumo.
Finalmente cabe destacar la ley Nº 26.993, del 7 de septiembre de 2014, que 
crea el servicio de conciliación previa en las relaciones de consumo y creación de 
la justicia nacional en esta materia.
Sin embargo, ninguna de las disposiciones mencionadas aborda a las relacio-
nes transfronterizas de consumo.
En efecto, como bien señala Dreyzin de Klor (2014, p. 24):
(...) la Ley de Defensa del Consumidor (LDC) in totum resulta aplica-
ble en principio solo a casos nacionales y que no corresponde valerse 
de sus disposiciones, o en todo caso hacerlas funcionar como normas 
de policía aplicables también respecto de casos con elementos extran-
jeros, los cuales deberán regirse por el derecho que resulte aplicable a 
consecuencia del funcionamiento de las normas de conflicto de DIPr 
(...). En consecuencia, la LDC en bloque solo se aplica en la medida en 
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que el contrato se encuentre regido por el derecho de fondo argenti-
no, lo cual no quita que, por una parte, de algunas de sus disposicio-
nes puedan inferirse principios de orden público internacional y que 
por lo tanto operen como límites a la aplicación del derecho extran-
jero eventualmente aplicable, o bien que, aun cuando la relación se 
encuentre regida por un derecho extranjero, alguno de sus aspectos 
pueda quedar captado por el derecho argentino (podrían ser las cues-
tiones procesales).
Ahora bien, desde la vigencia del Código Civil y Comercial, contamos con la 
Sección 12ª del Título IV del Libro Sexto (artículos 2654 y 2655), que, por primera 
vez en el derecho argentino, incorpora reglas sobre contratos internacionales de 
consumo.
De las dos disposiciones que integran la Sección, la primera se ocupa de esta-
blecer el juez competente para las relaciones de consumo, mientras que la segun-
da determina el derecho aplicable a los contratos de consumo. Las analizaremos 
brevemente a continuación.
El artículo 2654 CCiv. y Com. veda a las partes de una relación de consumo la po-
sibilidad de celebrar un acuerdo de elección de foro y en consecuencia determina 
para distintos supuestos, los criterios atributivos de jurisdicción internacional (7).
Estos foros concurrentes, ante los que el consumidor, como parte actora, pue-
de entablar una demanda son: 1) los jueces del lugar de celebración del contrato, 
2) los del lugar del cumplimiento de la prestación del servicio, 3) los de lugar de la 
entrega de bienes, 4) los del lugar del cumplimiento de la obligación de garantía, 
5) los del domicilio del demandado o 6) los del lugar donde el consumidor realiza 
actos necesarios para la celebración del contrato.
En consonancia con lo dispuesto en el artículo  2650 inciso c)  también son 
competentes los jueces del Estado donde el demandado tiene sucursal, agencia 
o cualquier forma de representación comercial, cuando estas hayan intervenido 
en la celebración del contrato o cuando el demandado las haya mencionado a los 
efectos del cumplimiento de una garantía contractual.
En el caso que la demanda sea entablada contra el consumidor, la otra par-
te contratante, es decir, el proveedor, solo puede interponerla ante los jueces del 
 (7) En las XXVI Jornadas Nacionales de Derecho Civil, la Comisión 11 de Derecho Internacional 
Privado sobre consumidor internacional (La Plata, 28, 29 y 30 de septiembre de 2017) propuso de 
lege ferenda que cabría examinar la posibilidad de los acuerdos de elección de foro como cláusula 
asimétrica favorable al consumidor, es decir, en la medida que le permita plantear su demanda ante 
tribunales distintos de los indicados en el artículo 2654 del CCiv. y Com.
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Estado del domicilio del consumidor. Es de toda lógica esta solución que se limita 
a reiterar el principio general del artículo 2608 CCiv. y Com. según el cual siempre 
es competente el juez del domicilio o residencia habitual del demandado en las 
acciones personales.
Sorprendentemente, el artículo 2654 CCiv. y Com. no habilita al consumidor 
a demandar a su contraparte ante los jueces del lugar de su residencia habitual 
o domicilio, como contempla la regla general del Protocolo de Santa María sobre 
Jurisdicción Internacional en Materia de Relaciones de Consumo (no vigente), so-
bre el que volveremos, ni siquiera bajo las condiciones que exige el Reglamento 
(UE) Nº 1215/2012 relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecu-
ción de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil (en el caso del llamado 
“consumidor pasivo”).
Sin embargo, es altamente probable que alguno de los múltiples foros expre-
samente previstos por la norma, coincida con el domicilio o residencia habitual 
del consumidor, y, por ende, se consagre indirectamente el foro protectorio. Por 
otro lado, si se configuran las excepcionales condiciones previstas en el artícu-
lo 2602 CCiv. y Com., el domicilio del consumidor podría convertirse en un foro 
de necesidad.
El derecho argentino también veda el ejercicio de la autonomía de la volun-
tad en materia de derecho aplicable, tal como dispone la última parte del artícu-
lo 2651 CCiv. y Com.
El artículo 2655, a diferencia del artículo anterior en materia de jurisdicción, 
diferencia entre “consumidor pasivo” y “consumidor activo”, a los fines de deter-
minar la ley aplicable.
En tal sentido, sigue con algunas diferencias, las reglas del reglamento 593/2008 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 junio 2008, sobre la ley aplicable a las 
obligaciones contractuales (Reglamento Roma I).
Entonces, el artículo 2655 CCiv. y Com. diferencia dos supuestos. Si se dan una 
de las siguientes condiciones, los contratos de consumo se rigen por el derecho 
del Estado del domicilio del consumidor: a) si la conclusión del contrato fue pre-
cedida de una oferta o de una publicidad o actividad realizada en el Estado del 
domicilio del consumidor y este ha cumplido en él los actos necesarios para la 
conclusión del contrato (se ha mantenido esta exigencia, eliminada por el Regla-
mento de la UE, por ende, no se adecúa razonablemente a la contratación a dis-
tancia celebrada a través de medios electrónicos); b) si el proveedor ha recibido el 
pedido en el Estado del domicilio del consumidor; c) si el consumidor fue indu-
cido por su proveedor a desplazarse a un Estado extranjero a los fines de efectuar 
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en él su pedido; o d) si los contratos de viaje, por un precio global, comprenden 
prestaciones combinadas de transporte y alojamiento.
Si no se configuran esas condiciones, los contratos de consumo se rigen por el 
derecho del país del lugar de cumplimiento (consumidor activo). En caso de no 
poder determinarse el lugar de cumplimiento, el contrato se rige por el derecho 
del lugar de celebración. Es decir, ante la ausencia de las mencionadas circunstan-
cias, se siguen las reglas para la determinación de la ley aplicable a los contratos en 
general en ausencia de elección de ley aplicable (artículo 2652).
En efecto, en las XXVI Jornadas Nacionales de Derecho Civil, la Comisión 11 
de Derecho Internacional Privado sobre consumidor internacional (La Plata, 28, 
29 y 30 de septiembre de 2017) propuso que la calificación autónoma del lugar de 
cumplimiento prevista en el artículo 2652 del CCiv. y Com., resulta de aplicación a 
los contratos de consumo en materia de derecho aplicable.
Un sector especializado de la doctrina, con el que coincidimos, ha criticado la 
redacción final del artículo 2655:
(...) antes de la aprobación del texto definitivo (...) fue insertada una 
modificación, sugerida por la Comisión Bicameral a fines del 2013, 
que condujo a que la ley aprobada contemplase un verdadero retroce-
so en materia de derecho aplicable a los contratos internacionales de 
consumo, al determinar que cuando el asunto no pueda encajarse en 
ninguno de los cuatro requisitos antes referidos, los contratos dejarán 
de ser regidos por el derecho del domicilio del consumidor, y pasarán 
a ser disciplinados por el derecho del lugar de cumplimiento, y cuando 
fuese imposible determinar dónde se dio la ejecución contrato, por el 
derecho del lugar de su celebración (...). [L]ugar de cumplimiento y 
lugar de celebración son puntos de conexión clásicos (...) que no ofre-
cen medida de protección a la parte débil de la relación de consumo, 
salvada la hipótesis en la cual coincidan con el lugar donde esté domi-
ciliado el consumidor (Klein Vieira, 2017, p. 247).
En relación con esta disposición, la doctrina también ha expresado con acierto:
Si bien la norma en principio protege al consumidor pasivo, podría-
mos preguntarnos si, tal vez, no hubiese sido conveniente la adopción 
de una norma de conflicto materialmente orientada en su protección, 
de modo tal de dar la posibilidad de que tenga cabida un sistema jurí-
dico que, no siendo el del domicilio del consumidor, pudiere resultar 
más favorable a sus intereses (...). Por otro lado, la consecuencia de ex-
cluir a los contratos de consumo de la posibilidad de ejercicio de la au-
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tonomía de la voluntad podría traer como consecuencia la aplicación 
de un derecho menos favorable para el consumidor (Iud, 2015, p. 227).
En similar sentido, se expidió la Asociación Argentina de Derecho Internacio-
nal (AADI) en una de sus conclusiones en oportunidad del XXVII Congreso Argen-
tino AADI (Puerto Madryn, septiembre de 2015): “11. Hacer hincapié en la regula-
ción de los contratos de consumo internacionales como contratos con parte débil, 
sin perjuicio de considerar que la protección es insuficiente y que hubiera sido 
deseable incluir una norma materialmente orientada a favor del consumidor” (8).
Por último, cabe poner de relieve que, en materia de protección del consumi-
dor, juega un rol muy preponderante los principios de orden público internacio-
nal, así como las normas de aplicación inmediata, previstas con alcance general 
en los artículos 2599 y 2600 del CCiv. y Com. respectivamente.
Muchos de los principios fundamentales que integran el orden público inter-
nacional y de las normas internacionalmente imperativas se encuentran plasma-
dos en el Código.
En este sentido, el artículo 1094 CCiv. y Com. menciona el principio de protec-
ción del consumidor y el de acceso al consumo sustentable.
El artículo 1095 dispone que el contrato de consumo se interpreta en el sentido 
más favorable para el consumidor. Cuando existen dudas sobre los alcances de su 
obligación, se adopta la que sea menos gravosa.
A su turno, el artículo  1097 CCiv. y Com. consagra el principio de trato dig-
no, en tanto que el artículo  1098 establece el principio de trato equitativo y no 
discriminatorio.
Asimismo, el artículo 1099 reconoce el principio de libertad de contratar, con 
motivo del cual están prohibidas las prácticas que limitan la libertad de contratar 
del consumidor, en especial, las que subordinan la provisión de productos o servi-
cios a la adquisición simultánea de otros, y otras similares que persigan el mismo 
objetivo.
Por otro lado, las disposiciones sobre cláusulas abusivas, es decir, aquellas que 
habiendo sido o no negociadas individualmente, tienen por objeto o por efecto 
provocar un desequilibrio significativo entre los derechos y las obligaciones de las 
partes, en perjuicio del consumidor (artículos 1119 y ss.), y que, por tal razón, se 
 (8) Las conclusiones están disponibles en: http://www.aadi.org.ar/index.php?acc=4 [Fecha de 
consulta: 16/02/2019].
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tiene por no convenidas, bien pueden considerarse normas internacionalmente 
imperativas.
b) Brasil
La Constitución de la República Federativa de Brasil, de 1988, reconoce a la 
defensa del consumidor como un derecho fundamental (artículo 5). Además, en-
tre otras previsiones, destaca el artículo 48 de las Disposiciones Constitucionales 
Transitorias que encomienda al Congreso la sanción de un Código de Defensa del 
Consumidor.
En tal sentido, el 11 de septiembre de 1990, el Poder Legislativo sancionó la ley 
Nº 8.078 que
Se constituye en un micro sistema normativo independiente, cohe-
rente y armónico, con reglas propias y especiales para las relaciones 
de consumo establecidas de modo contractual, precontractual o ex-
tracontractual, que involucran la adquisición y/o uso de productos y 
servicios (Klein Vieira, 2017, p. 221).
Sin embargo, dicho Código no contiene disposiciones de Derecho Internacio-
nal Privado para las relaciones y los contratos internacionales de consumo.
No obstante ello, de acuerdo con la Ley de Introducción a las Normas del Dere-
cho Brasileño, se deduce que, a falta de norma especial, los contratos internacio-
nales de consumo celebrados en Brasil, por contratantes nacionales o extranjeros, 
se rigen por el derecho brasileño. En tanto que aquellos celebrados en el exterior, 
se someterán al respectivo derecho extranjero.
A su turno, en materia de jurisdicción, el artículo 22 inc. II del Código de Pro-
ceso Civil, aprobado el 16 de marzo de 2015 por ley Nº 13.105 establece la jurisdic-
ción de los jueces brasileños cuando el consumidor tiene domicilio o residencia 
en Brasil.
c) Paraguay
Por su parte, la Constitución de la República de Paraguay, de 1992, se refiere en 
varias disposiciones a la protección de los consumidores (artículos 27, 28, 38, 72).
A su turno, desde el 27 de octubre de 1998, Paraguay cuenta con la Ley de De-
fensa del Consumidor y del Usuario (ley Nº 1.334) y desde el 2 de mayo de 2003, 
con un sistema de conciliación, mediación y resolución de sumarios administra-
tivos en materia de defensa del consumidor (decreto Nº 21.004). Además, la ley 
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Nº 4.868, del 26 de febrero de 2013 regula el comercio y la contratación realizados 
por medios electrónicos entre proveedores de bienes y servicios, intermediarios, y 
los consumidores y usuarios.
Sin embargo, ninguna de estas normas se ocupa de las relaciones transfron-
terizas (9).
d) Uruguay
A diferencia de sus socios, la República Oriental del Uruguay no cuenta con 
normas constitucionales que se refieran en particular a la protección de los dere-
chos de los consumidores y usuarios.
La ley Nº 17.250, del 11 de agosto de 2000, se ocupa de las relaciones de con-
sumo y de la defensa del consumidor y la ley Nº 18.507, del 26 de junio de 2009 
crea un procedimiento judicial especial en pequeñas causas para los reclamos de 
menor cuantía de los consumidores.
Cabe señalar que la ley Nº 17.250 está destinada a regir exclusivamente a las 
relaciones de consumo que se configuran dentro de los límites de la República.
Es importante tener presente que el Proyecto de Ley General de Derecho Inter-
nacional Privado, aprobado por la Cámara de Representantes el 7 de septiembre 
de 2016, que se encuentra pendiente de sanción en la Cámara de Senadores, con-
tiene disposiciones específicas sobre jurisdicción competente y ley aplicable a los 
contratos de consumo (10).
 (9) La ley Nº 5393 sobre Derecho aplicable a los Contratos Internacionales, en vigor desde el 21 
de enero de 2015, excluye expresamente de su ámbito de aplicación a los contratos internacionales 
de consumo (artículo 1).
 (10) El artículo 50 inciso 5 del texto aprobado por la Cámara de Representantes dispone: “Los 
contratos otorgados en relaciones de consumo se rigen: a) Por la ley del Estado donde los bienes 
se adquieren o los servicios se utilizan por parte del consumidor. b) En caso de que los bienes se 
adquieran o los servicios se utilicen en más de un país o no pudiere por otras circunstancias deter-
minarse dicha ley, se regirán de conformidad por la ley del lugar del domicilio del consumidor. c) En 
los contratos celebrados a distancia, así como cuando la celebración ha sido precedida de ofertas o 
publicidad especifica en el domicilio del consumidor, se aplicará la ley de este Estado, siempre que el 
consumidor hubiere prestado su consentimiento en él”. En materia de jurisdicción, el artículo 59 in-
ciso D, determina la competencia internacional de los jueces de la República, “en materia de relacio-
nes de consumo, si el consumidor es el demandante en tanto en la República se hubiere celebrado el 
contrato; o se hubiere efectuado en la República la prestación del servicio o la entrega de los bienes 
objeto de la relación de consumo”. Se encuentra prohibida la prórroga de jurisdicción para estos su-
puestos (artículo 60 inciso 2). Puede verse el texto completo en: https://legislativo.parlamento.gub.
uy/temporales/9920642.PDF [Fecha de consulta: 16/02/2019].
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e) Venezuela (11)
La Constitución Bolivariana de Venezuela de 1999 alude en varias disposicio-
nes a los derechos de los consumidores (artículos 113, 117, 281).
En el plano legal, el 4 de mayo de 2004, la Asamblea Legislativa aprobó la Ley 
de Protección al Consumidor y al Usuario. Sin embargo, fue sustituida por la Ley 
DEPABIS, del 1 de febrero de 2010, que a su vez fue abrogada por la Ley Orgánica 
de Precios Justos, publicada el 23 de enero de 2014. De esta manera, “en Venezue-
la, el consumidor no cuenta más con una ley específica de protección, habiendo el 
país retrocedido hasta la etapa previa a la edición de la primera ley de protección 
al consumidor” (Klein Vieira, 2017, p. 230).
A su turno, la Ley venezolana de Derecho Internacional Privado de 1998 no 
contiene disposiciones especiales sobre los contratos de consumo.
IV. Las normas Mercosur en la materia
IV.1. Normas de derecho derivado
La protección de los consumidores en el Mercosur nace en el ámbito del Grupo 
de Mercado Común (GMC), más específicamente del Sub Grupo Nº 10 de Coor-
dinación de Políticas Económicas que contaba con la Comisión de Estudios sobre 
Derecho del Consumidor. Esta Comisión compuesta por ministros de los Ministe-
rios de Economía, de Relaciones Exteriores y de Justicia fue instituida en 1993 y se 
transformó en Comité Técnico (CT Nº 7) de la Comisión de Comercio (CCM) en 
1994.
En esos primeros años del Mercosur, el Grupo Mercado Común aprobó una 
serie de resoluciones para proteger indirectamente a los consumidores en temas 
como salud, metrología y seguridad de los productos (Res. 31/92, 19/93, 31/93, 
46/93, 82/93, 83/93, 91/93, 55/94, 56/94 y 64/94) (Rojo, 2012, p. 4).
A partir de la creación del Comité Técnico Nº  7 de “Defensa del consumi-
dor”, al que se le encomendó la misión fundamental de elaborar un proyecto 
de Reglamento del consumidor para el Mercosur, se empezaron a aprobar una 
serie de normas de derecho derivado especialmente destinadas a la protección 
 (11) Al momento de realizar este trabajo (febrero de 2019), la República Bolivariana de Venezuela 
se encuentra suspendida por tiempo indefinido del Mercosur por la “ruptura del orden democráti-
co” en los términos del Protocolo de Ushuaia sobre Compromiso Democrático de 1998 (Decisión del 
5 de agosto de 2017).
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del consumidor: resoluciones GMC Nº  126/94, 123/96, 124/96, 125/96, 126/96, 
127/96, 48/98 y 21/2004.
En efecto, en 1994 el Grupo Mercado Común emitió la Resolución 126/94 por la 
cual dispuso que hasta tanto no sea aprobado un Reglamento Común para la De-
fensa del Consumidor, cada Estado parte aplicará su propia legislación tuitiva del 
consumidor a los productos y servicios que se comercialicen en su territorio. Pero 
dejando a salvo que en ningún caso se podrá imponer a los bienes provenientes 
de los Estados partes exigencias superiores a las que se aplica a los productos y 
servicios oriundos de terceros países.
La Resolución 124/96 establece una declaración de los derechos básicos de los 
consumidores. En concreto, enumera ocho derechos: 1) a la protección de la vida, 
la salud y la seguridad contra los riesgos causados por las prácticas en el suminis-
tro de productos y servicios considerados peligrosos o nocivos; 2) a la educación 
y divulgación sobre el consumo adecuado de los productos y servicios, quedando 
garantizadas la libertad de elegir y el tratamiento igualitario cuando contrate; 3) a 
la información suficiente y veraz sobre los distintos productos y servicios; 4) a la 
protección contra la publicidad engañosa, métodos comerciales coercitivos o des-
leales, en el suministro de productos y servicios, conforme a los conceptos que 
se establezcan en los capítulos correspondientes del reglamento común sobre 
defensa del consumidor; 5) a la efectiva prevención y resarcimiento de los daños 
patrimoniales y morales, respecto de los derechos individuales y colectivos o de 
los intereses difusos; 6) al acceso a organismos judiciales y administrativos para 
la prevención y el resarcimiento de los daños patrimoniales y morales, respecto 
de los derechos individuales y colectivos o de los intereses difusos, mediante pro-
cedimientos ágiles y eficaces, garantizándose la protección jurídica, administrati-
va y técnica de los necesitados; 7) a la asociación en organizaciones cuyo objeto 
específico sea la defensa del consumidor y a ser representado por ellas; 8)  a la 
adecuada y eficaz prestación de los servicios públicos en general, por proveedores 
públicos o privados.
A su turno, la resolución Nº 125/96 fija las pautas concretas tendientes a lograr 
una efectiva protección de la salud y seguridad de los consumidores. En tanto que 
la resolución Nº 126/96 establece los distintos parámetros a los cuales deberá ade-
cuarse la publicidad de los bienes y servicios destinados al consumo a los efectos 
de no ser considerada abusiva o engañosa.
A su vez, la resolución Nº 127/1996 sobre garantía contractual fue sustituida 
por la resolución Nº 42/1998 en la misma materia. En lo sustancial, establece que 
cuando el proveedor de productos y servicios ofrezca garantía, deberá extenderla 
por escrito, estandarizada para productos idénticos, en el idioma del país de con-
sumo, español o portugués, sin perjuicio que, además de estos, puedan utilizarse 
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otros idiomas, debiendo ser de fácil comprensión, con letra clara y legible, e infor-
mar al consumidor sobre el alcance de los aspectos más significativos de la misma. 
No se requiere forma preestablecida para la garantía.
Por su parte, en diciembre de 2000 los presidentes de los Estados partes del 
bloque, reunidos en Florianópolis, emitieron una Declaración de Derechos Fun-
damentales de los Consumidores del Mercosur, comprometiéndose a una armo-
nización progresiva de sus legislaciones en este aspecto.
En 2004, el GMC aprobó la resolución Nº 21/2004 que, a fin de favorecer la con-
fianza en las relaciones de consumo realizadas por comercio electrónico a través 
de Internet, prescribe que debe garantizarse a los consumidores durante todo el 
proceso de la transacción comercial, el derecho a la información clara, precisa, 
suficiente y de fácil acceso sobre el proveedor del producto o servicio; sobre el pro-
ducto o servicio ofertado; y respecto a las transacciones electrónicas involucradas. 
Dicha resolución se aplicará a todo proveedor radicado o establecido en alguno de 
los Estados Partes del Mercosur (artículo 1º).
En el año 2006, el Grupo Mercado Común aprobó la resolución Nº 45/2006 so-
bre publicidad engañosa que dispone que toda publicidad debe ser transmitida 
y divulgada de tal forma que el consumidor inmediatamente la identifique como 
tal, independientemente del medio de comunicación utilizado. Además, prohíbe 
expresamente toda publicidad engañosa entendida esta como cualquier moda-
lidad de información, difusión o comunicación de carácter publicitario que sea 
entera o parcialmente falsa, o que de cualquier otro modo, inclusive por omisión 
de sus datos esenciales, sea capaz de inducir a error a los consumidores de cual-
quiera de los países, cuando la provisión de información refiera a la naturaleza, 
características, calidad, cantidad, propiedades, origen, precio, condiciones de co-
mercialización o cualquier otro dato esencial sobre productos y servicios que sean 
necesarios para decidir una relación de consumo.
En 2010, fue aprobada por el mismo órgano la resolución Nº 1/2010 sobre pro-
tección de la salud y la seguridad de consumidores y usuarios (aspectos operati-
vos), que en lo principal establece la obligación de los proveedores de productos 
o servicios que, posteriormente a la introducción de los mismos en el mercado de 
consumo, tengan conocimiento de su peligrosidad o nocividad, de comunicar in-
mediatamente tal circunstancia a las autoridades nacionales competentes del país 
que se trate y a los consumidores y usuarios del mismo, mediante anuncios publi-
citarios, sin perjuicio de otras medidas que cada Estado Parte pueda determinar.
En el año 2011, el GMC aprobó una nueva norma estableciendo conceptos bá-
sicos en materia de defensa del consumidor: la resolución Nº 34/2011, que viene a 
sustituir a la resolución Nº 123/96. Dispone definiciones aplicables a las relaciones 
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de consumo en los Estados Partes: consumidor, proveedor, relación de consumo, 
producto, servicio, deber de información, oferta vinculante.
A los fines de este trabajo, nos interesa reproducir los primeros tres conceptos 
enumerados.
De acuerdo con la mencionada resolución, “consumidor” es toda persona físi-
ca o jurídica que adquiere o utiliza productos o servicios en forma gratuita u one-
rosa como destinatario final, en una relación de consumo o como consecuencia 
o en función de ella. No se considera consumidor aquel que sin constituirse en 
destinatario final adquiere, almacena, utiliza o consume productos o servicios con 
el fin de integrarlos como insumo directo a otros productos o servicios en proceso 
de producción, transformación, comercialización o prestación a terceros.
Por su parte, proveedor es considerado toda persona física o jurídica, nacional 
o extranjera, privada o pública, y en este último caso estatal o no estatal, así como 
los entes despersonalizados de la Administración Pública de los Estados partes, 
que desarrolle de manera profesional, aun ocasionalmente, actividades de fabri-
cación, producción, montaje, creación, construcción, transformación, importa-
ción, distribución y/o comercialización de productos y/o servicios.
En tanto que relación de consumo es el vínculo jurídico que se establece entre 
el proveedor que provee un producto o presta un servicio y el consumidor, quien 
lo adquiere o utiliza como destinatario final.
IV.2. Normas convencionales
A nivel de la fuente convencional del Mercosur fueron aprobados en el seno 
del Consejo Mercado Común (CMC): el Protocolo de Santa María sobre Jurisdic-
ción Internacional en materia de Relaciones de Consumo (Decisión 10/1996) y 
recientemente, el Acuerdo del Mercosur sobre Derecho Aplicable en materia de 
Contratos Internacionales de Consumo (Decisión 36/2017).
Seguidamente nos ocuparemos del análisis y situación actual de ambos textos.
IV.3. El Protocolo de Santa María sobre Jurisdicción Internacional en Materia 
de Relaciones de Consumo
En el ámbito del Mercosur debemos recordar que el Protocolo de Buenos Ai-
res sobre Jurisdicción Internacional en materia contractual (Mercosur\CMC\DEC 
Nº 1/94) excluye también de su ámbito de aplicación los contratos de venta al con-
sumidor (artículo 2.6).
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Sin embargo, en diciembre de 1996, el Consejo Mercado Común suscribió el 
Protocolo de Santa María sobre Jurisdicción Internacional en Materia de Relacio-
nes de Consumo (Decisión CMC Nº 10/96 del 22 de diciembre de 1996), fruto del 
trabajo de la Reunión de Ministros de Justicia. Este Protocolo fija el procedimiento 
y los tribunales competentes para entender en cuestiones controvertidas nacidas 
de las relaciones de consumo, cuando proveedor y consumidor tengan su domici-
lio en distintos Estados del Mercosur, o cuando teniendo domicilio en un mismo 
Estado la prestación característica de la relación de consumo tenga lugar en otro 
Estado parte.
Tal como nos recuerda Perugini:
(...) a medida que se avanzaba en el estudio y elaboración del Protocolo 
de Buenos Aires se advertía la necesidad de dedicarle un instrumento 
independiente al de consumo. Varias fueron las razones por las que se 
decidió desagregarlo del Protocolo de Buenos Aires. La diferencia de 
posiciones frente a la autonomía, el tratamiento diferenciado entre el 
consumidor y su contraparte, la necesidad de adecuar el proceso para 
proteger al consumidor, por ejemplo. Por otra parte, tratar cada juris-
dicción separadamente permitía concluir antes el Protocolo y otorgar 
al Mercosur en no más de dos años un instrumento útil a sus objetivos 
de armonización (2005, p. 49).
El Protocolo de Santa María sobre Jurisdicción Internacional en Materia de Re-
laciones de Consumo contiene una regla general en materia de jurisdicción, in-
dicando en el artículo 4 que “tendrán jurisdicción internacional en las demandas 
entabladas por el consumidor, que versen sobre relaciones de consumo los jueces 
o tribunales del Estado en cuyo territorio esté domiciliado el consumidor”. A su 
turno, el proveedor de bienes o servicios podrá demandar al consumidor ante el 
juez o tribunal del domicilio de este.
El artículo 5 brinda otras opciones excepcionales, a disposición exclusiva del 
consumidor, manifestada expresamente en el momento de entablar la demanda, 
el Estado: a) los jueces del lugar de celebración del contrato; b) los jueces del lugar 
de cumplimiento de la prestación del servicio o de la entrega de los bienes; o c) los 
jueces del lugar del domicilio del demandado. Finalmente, a tenor del artículo 6, 
si el demandado tuviere domicilio en un Estado Parte y en otro Estado Parte filial, 
sucursal, agencia o cualquier otra especie de representación con la cual realizó las 
operaciones que generaron el conflicto, el actor podrá demandar en cualquiera de 
dichos Estados.
El Protocolo de Santa María no contempla la posibilidad de acordar un foro 
jurisdiccional para que dirima una controversia de consumo.
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En cambio, en la Unión Europea, el reglamento (UE) Nº 1215/2012, que susti-
tuyó a partir del 10 de enero de 2015 al reglamento Nº 44/2001, relativo a la com-
petencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en 
materia civil y mercantil, en lo que concierne a los acuerdos de elección de foro en 
los contratos de consumo, prevé que solo serán válidos si son celebrados con pos-
terioridad al nacimiento de la disputa, o sin tan solo aumentan los tribunales ante 
los cuales puede demandar el consumidor a su contraparte, o cuando atribuyan 
competencia a los jueces del Estado miembro en el cual estuvieren domiciliadas o 
residan con habitualidad ambas partes al momento de celebrar el contrato, siem-
pre que la ley de ese país no los prohíba.
En defecto de acuerdo válido de elección de foro, el Reglamento de la UE, a 
diferencia de nuestro Protocolo de Santa María distingue dos supuestos.
El consumidor solo goza de protección si el profesional ejerce actividades co-
merciales o profesionales en el Estado miembro en cuyo territorio tenga domi-
cilio el consumidor (criterio Doing Businees o Mercado natural del empresario) 
o, alternativamente, por cualquier medio, dirige estas actividades hacia dicho Es-
tado miembro (criterio Stream-of-Commerce o Mercado de conquista) (12). Una 
demanda interpuesta por un consumidor puede serlo ante el tribunal del Estado 
miembro en el territorio donde se encuentra el demandado o ante el tribunal del 
Estado miembro donde el consumidor tenga su domicilio. En caso de que un pro-
fesional promoviera una acción contra un consumidor, esta solo podría hacerse 
ante los tribunales de los Estados miembros en cuyo territorio esté domiciliado el 
consumidor (13).
En cambio, cuando es el consumidor quien se desplaza al país donde opera 
normalmente el empresario (consumidor activo), no se aplica la protección del 
artículo 15. El consumidor, entonces, no podrá demandar en el país de su domici-
lio, ya que el empresario no penetró en su mercado.
 (12) Sobre el artículo 15.1.c), la doctrina sostiene que es una “norma de transacción”, que trata de 
proteger y de impulsar el e-commerce Business - to - Consumer (Calvo Caravaca y Carrascosa Gonzá-
lez, 2001, p. 102).
 (13) Si bien las normas se mantienen muy semejantes a las contenidas en el Convenio de Bru-
selas, el ámbito de aplicación ha sido modificado significativamente. No es más necesario haber 
realizado todos los actos tendientes a la contratación desde su domicilio, sino que será suficiente 
que el cocontratante haya desarrollado su actividad en el Estado donde reside el consumidor, o la 
haya dirigido hacia allí, siempre que el contrato celebrado se encuentre dentro del marco de dicha 
actividad. La eliminación en el artículo 15 del Reglamento del requisito exigido en el artículo 13 del 
Convenio de Bruselas relativo a que el consumidor hubiere realizado en el Estado de su domicilio 
los actos necesarios para la celebración del contrato, está vinculada a la dificultad para localizar esos 
actos en la contratación electrónica (De Miguel Asensio, 2001, p. 443).
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Ahora bien, hasta la fecha el Protocolo de Santa María no ha podido entrar en 
vigor, ya que su propio artículo 18 dispone expresamente que la tramitación para 
su aprobación en el ámbito de cada uno de los Estados partes, con las adecua-
ciones que fueren necesarias, solo podrá iniciarse después de la aprobación del 
“Reglamento Común Mercosur para la Defensa del Consumidor en su totalidad, 
incluidos sus anexos, si los tuviere, por el Consejo del Mercado Común”. Es decir, 
que autoexcluye su aplicación y la supedita a la aprobación de dicho Reglamento, 
que con el correr de las negociaciones posteriores, se transformó en un tratado o 
protocolo, que cobró forma a través del Acuerdo sobre derecho aplicable en ma-
teria de contratos internacionales de consumo, aprobado por el Consejo Mercado 
Común en diciembre de 2017.
De todos modos, cabe señalar que en la Opinión Consultiva Nº 1 de 2007, el 
Tribunal Permanente de Revisión del Mercosur (TPR) deja asentada la posibilidad 
de aplicar el Protocolo de Santa María, aun cuando no se encuentre vigente, pero 
en calidad de soft law:
Asimismo, cabe consignar que precisamente el PSM (Protocolo de 
Santa María) de relaciones de consumo a la fecha no internalizado por 
ningún Estado parte, solamente puede ser invocado como un marco 
referencial doctrinario o como soft law dado que aún no se encuentra 
en vigor.
IV.4. El nuevo acuerdo del Mercosur sobre derecho aplicable en materia de 
contratos internacionales de consumo
El camino para alcanzar este Acuerdo fue largo y sinuoso, y comenzó a poco de 
haberse aprobado el Protocolo de Santa María.
Así, en las reuniones celebradas entre el 25 al 29 de noviembre de 1997 fue 
presentado por el Comité Técnico Nº 7 un Proyecto de “Protocolo de Defensa del 
Consumidor del Mercosur”. En términos generales, el texto referido, fijaba pautas 
máximas y unificadas de protección al consumidor en los cuatro socios origina-
rios del bloque.
A fines de 1997, el CT Nº  7 había logrado consensuar una versión definitiva 
del proyecto con la finalidad de ser elevado a la CCM para su tratamiento y apro-
bación, en la inteligencia que la labor no había acabado aún, pero se había lo-
grado una norma básica donde se plasmaron las coincidencias a las que se ha-
bía arribado. Cabe advertir que ahora la propuesta ya no era un “Reglamento”, 
como se previó en un principio, sino un “Protocolo” (derecho convencional), y 
316 Derecho de la Integración 
Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. Universidad Nacional de La Plata. UNLP. 
Año 16/Nº 49-2019. Anual. Impresa ISSN 0075-7411-Electrónica ISSN 2591-6386
que consecuentemente una vez depositados los instrumentos de ratificación fuera 
considerado parte del Tratado de Asunción (Klein Viera, 2017, p. 171).
Sin embargo, Brasil rechazó la suscripción del proyecto argumentando que no 
podían tolerar que el mencionado instrumento implique una disminución en los 
niveles de protección que su legislación interna garantiza a sus consumidores. 
Ante esta circunstancia, durante la XXV Reunión de la Comisión de Comercio del 
Mercosur, realizada en Montevideo, en los días 9 y 10 de diciembre de 1997, el 
Protocolo fue rechazado.
Algunos años después nuevamente se pondría sobre la mesa de negociaciones 
el tema. En efecto, el Programa de Acción 2000 dispuso como objetivo prioritario 
del CT Nº 7 “Concluir e implementar el Reglamento Común de Defensa del Con-
sumidor, marco que deberá garantizar los derechos del consumidor en el espacio 
económico ampliado, sin constituir obstáculos innecesarios al comercio”.
Además, la Decisión 64/2000 del CMC que aprueba el Estatuto de la Ciudada-
nía del Mercosur contempla expresamente la creación de un Sistema Mercosur de 
Defensa del Consumidor, compuesto por: un sistema Mercosur de Información de 
Defensa del Consumidor; una acción regional de capacitación (Escuela Mercosur 
de Defensa del Consumidor) y una norma Mercosur aplicable a contratos interna-
cionales de consumo.
En este contexto y con base en la Propuesta de Brasil presentada en la Sépti-
ma Conferencia Especializada de Derecho Internacional Privado (CIDIP VII) en el 
marco de la OEA, en agosto de 2010 en Río de Janeiro, la delegación brasileña pre-
sentó un Proyecto de Resolución del GMC sobre derecho aplicable a los contratos 
internacionales de consumo en la LXIII Reunión Ordinaria del CT Nº 7.
Con posterioridad, luego de algunas revisiones, fue presentado un nuevo bo-
rrador en la CXXII Reunión Ordinaria de la CCM, celebrada el 22 de septiembre 
de 2011, ahora como Proyecto de Acuerdo sobre derecho aplicable en materia de 
contratos internacionales de consumo.
En la LXXXIX Reunión Ordinaria del GMC, celebrada en octubre de 2012, en 
Cuiabá, fue aprobado el Proyecto de Decisión 15/2012, que contenía el mencio-
nado Acuerdo.
Sin embargo, durante varios años la propuesta, en sus distintas revisiones, no 
pasó por el Consejo Mercado Común para su definitiva aprobación.
Fue finalmente el 21 de diciembre de 2017 cuando el Consejo Mercado Común 
aprobó el “Acuerdo sobre Derecho Aplicable en Materia de Contratos Internacio-
nales de Consumo” (Mercosur/CMC/DEC. Nº 36/17), con nuevas modificaciones, 
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que requerirá al menos la ratificación de dos Estados parte para su entrada en 
vigor.
El texto aprobado se compone tan solo de 10 artículos distribuidos en los si-
guientes capítulos: Primero: Definiciones y ámbito de aplicación; Segundo: Dere-
cho aplicable; Tercero: Disposiciones generales.
El fundamento de la norma es buscar “dar protección al consumidor y adoptar 
reglas comunes sobre el derecho aplicable en materia de contratos internaciona-
les de consumo, contratos entre proveedores de bienes o prestadores de servicios 
y consumidores o usuarios en la región”.
A su turno, el objetivo del Acuerdo es determinar el derecho aplicable (14) en 
materia de contratos internacionales de consumo celebrados en cualquiera de los 
estados del Mercosur, entre consumidores y proveedores de otros estados par-
tes. Por lo tanto, no comprende a los proveedores de estados no integrantes del 
Mercosur.
El Acuerdo exceptúa de su ámbito de aplicación a: a) los contratos comerciales 
internacionales entre proveedores profesionales de bienes y servicios; b) las cues-
tiones derivadas del estado civil de las personas y la capacidad de las partes; c) las 
obligaciones contractuales que tuviesen como objeto principal cuestiones suce-
sorias, testamentarias, regímenes matrimoniales o aquellas derivadas de relacio-
nes de familia; d) los acuerdos sobre arbitraje o elección de foro y las cuestiones 
de jurisdicción; e) las cuestiones de derecho de sociedades, de seguridad social, 
tributarias, laborales, sobre nombres de dominio; f ) los negocios jurídicos sobre 
los fallidos y sus acreedores y demás procedimientos semejantes, especialmente 
los concordatos y análogos.
También están exceptuados los demás contratos y relaciones de consumo y las 
obligaciones de ellos resultantes que, incluyendo consumidores, se encuentren 
regulados por convenciones internacionales específicas en vigor.
El artículo 2 del Acuerdo define como consumidor a toda persona física o ju-
rídica que adquiere o utiliza productos o servicios en forma gratuita u onerosa 
como destinatario final, en una relación de consumo o como consecuencia o en 
función de ella.
 (14) Si bien las normas aluden a “derecho aplicable” y no a “ley aplicable”, debe entenderse que 
el Acuerdo excluye al llamado soft law, quedando limitada la elección entre leyes estatales (Klein 
Vieira, 2015, p. 64).
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En cambio, excluye del concepto de consumidor a aquel que, sin constituirse 
en destinatario final, adquiere, almacena, utiliza o consume productos o servicios 
con el fin de integrarlos como insumo directo, a otros productos o servicios en 
proceso de producción, transformación, comercialización o prestación a terceros.
Nos encontramos con una calificación de consumidor amplia dado que abarca 
no solamente a la persona física o humana, sino también a la persona jurídica y al 
consumidor por equiparación (bystander (15)) (Klein Vieira, 2016).
En tanto que considera como proveedor a toda persona física o jurídica, nacio-
nal o extranjera, privada o pública y en este último caso, estatal o no estatal, así 
como los entes descentralizados de la Administración Pública de los Estados Par-
tes, que desarrolle de manera profesional, aún ocasionalmente, actividades de fa-
bricación, producción, montaje, creación, construcción, transformación, impor-
tación, distribución y/o comercialización de productos y/o servicios (artículo 2).
Como podemos observar, estas definiciones coinciden con las adoptadas en 
la Resolución GMC Nº 34/2011. Pero el acuerdo añade algunos otros conceptos 
necesarios.
En tal sentido, califica contrato internacional como aquel en el que el consu-
midor tiene su domicilio, al momento de la celebración del contrato, en un Estado 
Parte diferente del domicilio o sede del proveedor profesional que intervino en la 
transacción o contrato.
Según este acuerdo, se considerará como lugar de celebración, en los contratos 
de consumo a distancia, al “domicilio del consumidor”, mientras que si el contrato 
no es a distancia “se entiende por lugar de celebración el lugar donde el consumi-
dor y el proveedor se encontraren físicamente para la celebración del contrato”.
Por su parte, el domicilio del consumidor es el “informado al proveedor pro-
fesional de productos o servicios, al momento de celebrarse el contrato entre las 
partes”.
Los artículos 4 y 5 son centrales, ya que se ocupan de determinar el derecho 
aplicable a los contratos celebrados en el estado de su domicilio, y cuando se cele-
bran fuera de este. Una versión preliminar se refería a este último supuesto como 
el turista y visitante.
 (15) El consumidor bystander, equiparado o por equiparación, o expuesto es aquel que, sin haber 
celebrado un contrato con el proveedor de bienes o servicios, sufren un perjuicio por la utilización 
de los mismos, derivado de su exposición a la relación de consumo.
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En el primer caso, los contratos internacionales celebrados estando el consu-
midor en el Estado Parte de su domicilio, especialmente en caso de contratación a 
distancia, se rigen por el derecho elegido por las partes, quienes pueden optar por 
el derecho del domicilio del consumidor, del lugar de celebración o cumplimiento 
del contrato o de la sede del proveedor de los productos o servicios. El derecho 
elegido será aplicable siempre que fuera más favorable al consumidor.
En el segundo caso, es decir, cuando los contratos internacionales de consumo 
son celebrados por el consumidor estando este fuera del Estado parte de su do-
micilio, se rigen por el derecho elegido por las partes, quienes pueden optar váli-
damente por el derecho del lugar de celebración o de cumplimiento del contrato 
o por el del domicilio del consumidor. El derecho elegido también será aplicable 
siempre que fuera más favorable al consumidor.
En este último supuesto, el legislador del Mercosur eliminó la opción a favor 
del lugar de la sede del proveedor de los productos o servicios.
Podemos apreciar que el acuerdo sigue la tendencia predominante en la mate-
ria, que consiste en admitir la autonomía de la voluntad, pero limitada y en tanto 
la elección del derecho aplicable resulte en beneficio del consumidor. Es decir, la 
elección debe recaer en algunas de las leyes alternativas que menciona la norma 
de forma taxativa a modo de catálogo.
Así lo ha destacado la doctrina:
(...) la fórmula conveniente no implica evitar la autonomía de la volun-
tad de forma radical; de lo que se trata es de impedir que la elección 
de un derecho que lleve a la inaplicabilidad de normas imperativas 
que resultarían de aplicación si esa elección no procede. Es decir, no 
tendría por qué haber problema alguno en que se aplique un derecho 
u otro siempre que se resguarden los criterios de protección de la ley 
normalmente aplicable que se reflejan en sus normas materiales im-
perativas que deben considerarse como tales en la relación interna-
cional. Por otra parte, en una u otra hipótesis, las normas de conflicto 
aplicables pueden ser orientadas materialmente hacia la protección 
del consumidor (Dreyzin de Klor, 2014, p. 16).
A nuestro parecer, la disposición del Mercosur conduce a una mejor solución 
en relación con nuestra fuente interna que se limita a prohibir tajantemente la au-
tonomía de la voluntad, incluso en desmedro de un derecho elegido más favorable 
al consumidor en el caso concreto.
Evidentemente la orientación material que contiene la norma Mercosur es una 
de las principales virtudes del Acuerdo.
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Ahora bien, para el caso en el que las partes no hayan ejercido la autonomía de 
la voluntad, se aplicará: 1) el derecho del domicilio del consumidor en el caso de la 
contratación internacional a distancia cuando el consumidor está en el país de su 
domicilio, y 2) el lugar de celebración para el caso de contratación internacional 
cuando el consumidor está fuera de su estado de domicilio.
Es sencillo de apreciar cómo el legislador del Mercosur optó por la ya clásica 
diferenciación en la materia, entre consumidor pasivo y activo. Si bien en ambos 
casos, se prioriza la autonomía de la voluntad de las partes, y rige el principio de 
aplicación de la ley más favorable al consumidor, existe una importante distinción 
respecto a los criterios subsidiarios adoptados. Mientras que el consumidor pasi-
vo, en su beneficio, goza de la protección de la ley de su domicilio, en el caso del 
consumidor activo, resulta aplicable la ley del lugar de celebración del contrato.
Similar distinción hace nuestro artículo 2655 CCiv. y Com., pero las soluciones 
del Acuerdo son más sencillas a la hora de su interpretación para encuadrar el 
caso concreto.
A su turno, el artículo 6 establece que la elección del derecho aplicable por las 
partes debe ser expresa y por escrito, conocida y consentida en cada caso. En caso 
de elección del derecho aplicable por el proveedor para obtener la adhesión del 
consumidor, el derecho elegido por este como aplicable debe estar expresado de 
forma clara tanto en las informaciones previas brindadas al consumidor, como en 
el contrato mismo.
Por su parte, en caso de contratación en línea (online), la elección del derecho 
aplicable debe estar expresada en forma clara y destacada en todas las informacio-
nes brindadas al consumidor.
No es un dato menor que el Acuerdo se haya puesto a la altura de la realidad 
actual de la contratación internacional de consumo, que en muchas ocasiones se 
celebra a través de medios electrónicos.
El Acuerdo se ocupa en particular de los contratos de viaje y turismo, y del 
tiempo compartido.
Respecto a los primeros, la norma hace una excepción expresa a las reglas es-
tablecidas en los artículos 4 y 5, al regular que en los contratos de viaje cuyo cum-
plimiento tenga lugar fuera del Estado Parte del domicilio del consumidor, contra-
tados en paquete o con servicios combinados, como grupo turístico o juntamente 
con otros servicios de hotelería y/o turismo, serán regulados por el derecho del 
domicilio del consumidor.
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Es pasible de crítica la limitación de opciones otorgadas al consumidor por 
los artículos previos, en el caso del consumidor turista que, aún ante la existencia 
de una ley relacionada más favorable, siempre se lo someterá al derecho de su 
domicilio.
Por otro lado, en una de las versiones anteriores se exigía que el domicilio del 
consumidor coincidiese con el lugar de sede o filial de la agencia de viajes u or-
ganizador del paquete turístico o con el lugar donde se realizó la oferta. El texto 
definitivo, es superador de estos borradores preliminares, dado que ofrece una 
protección más amplia a favor del turista.
Finalmente, el artículo 8 sobre tiempo compartido establece que las normas 
imperativas del Estado Parte donde fue realizada la oferta, publicidad o cualquier 
actividad de mercadeo (marketing), entre otras actividades realizadas por los re-
presentantes o por los propietarios, organizadores o administradores de tiempos 
compartidos y de sistemas semejantes o contratos de utilización por turno de bie-
nes inmuebles o la suscripción de precontratos o contratos de tiempo compar-
tido o derechos de uso por turno de bienes inmuebles, serán considerados para 
la interpretación del contrato, la cual será efectuada en favor del consumidor. Es 
decir, que tales normas imperativas no se imponen, sino que meramente deberán 
ser tenidas en cuenta a los fines de la interpretación del contrato, y en todo caso 
siempre priorizará los derechos del usuario.
Cabe señalar que en las versiones anteriores del proyecto de Acuerdo se in-
cluían disposiciones sobre la aplicación de normas internacionalmente imperati-
vas del foro, que debían aplicarse siempre a favor del consumidor, así como tam-
bién una cláusula de orden público internacional como limitación a la aplicación 
de un derecho extranjero, ya sea elegido por las partes, como aquel impuesto por 
la norma de conflicto en defecto de elección.
De todos modos, estos límites a la aplicación del derecho extranjero son am-
pliamente reconocidos por la legislación, la jurisprudencia y la doctrina de nues-
tros países y su omisión en el Acuerdo no será óbice para considerarlos si se pre-
sentan a la hora de resolver una controversia en concreto.
Tampoco se incluyeron en la versión aprobada normas sobre cooperación ju-
rídica internacional, pese a que en borradores que circularon durante las nego-
ciaciones previas se exigía la designación de una Autoridad Central por Estado 
Miembro.
No obstante, el Mercosur cuenta con normas vigentes sobre cooperación que 
resultan complementarias a las del Acuerdo. Principalmente, nos referimos a las 
del Protocolo de Las Leñas de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en materia 
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Civil, Comercial, Laboral y Administrativa, así como a las del Protocolo de Ouro 
Preto de Medidas Cautelares.
V. A modo de colofón
Los derechos de consumidores y usuarios han sido reconocidos por el legisla-
dor nacional y provincial y, en especial, por la propia Constitución de numerosos 
Estados Americanos, entre ellos la República Argentina que los garantiza desde la 
reforma de 1994 en su artículo 42.
Estos derechos llamados de tercera generación tienen por loable finalidad pro-
teger a los consumidores, procurando restablecer el equilibrio entre una relación 
desigual como es la que se configura entre aquellos que consumen bienes y pro-
ductos o utilizan servicios y quienes se los proveen.
Si bien es una realidad vigente desde muchos siglos que prácticamente todas 
las personas, en mayor o menor medida, son consumidores, en la actualidad, 
con la proliferación de los medios electrónicos, la reducción de las distancias y la 
irrupción del comercio electrónico B2C, las relaciones de consumo han adquirido 
nuevas características y en especial, se han internacionalizado a gran escala.
Es, por ello, que el Derecho Internacional Privado y el Derecho de la Integra-
ción no pueden permanecer ajenos a esta realidad. Por el contrario, deben asumir 
su rol de herramienta indispensable para proveer a los consumidores, usuarios, 
turistas, ciber consumidores de un marco jurídico transparente y confiable que 
les brinde un alto grado de certidumbre respecto de la ley que resultará aplicable 
así como del juez que será competente en caso que surja una controversia, así 
como mecanismos alternativos de resolución de disputas eficaces y rápidos que 
les permitan resolver todo tipo de conflicto que se suscite en torno de la relación 
de consumo.
Tal como vimos a lo largo de este trabajo, el Mercosur ha dado un gran paso 
con la aprobación del Acuerdo sobre Derecho Aplicable en materia de contratos 
internacionales de Consumo. También lo ha hecho nuestro país con la inclusión 
de normas específicas en el Código Civil y Comercial de la Nación.
Los Estados parte del Mercosur deben asumir, ahora, el compromiso inter-
nacional de ratificar dicho Acuerdo, así como destrabar la entrada en vigor del 
Protocolo de Santa María. Seguidamente, nuestros jueces deberán interpretar y 
aplicar satisfactoriamente las nuevas disposiciones en favor de los derechos de los 
consumidores.
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Quedan, entonces, varios pasos para dar en este extenso camino y muchos de-
safíos por encarar a nivel regional.
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